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	Sentencia anticipada. Art.94 C. General del Proceso.

	
	Termino Objetivo. “Obsérvese además que, considerar “objetivo” dicho término contraría la postura de esta Corporación, que en repetidas ocasiones puntualizó que el plazo contenido en el canon 90 del Código de Procedimiento Civil replicado en su esencia en el 94 del Código General del Proceso se encuentra supeditado necesariamente a la verificación de la actividad que pueda demostrar el precursor procesal:

“Criterio que ha sido reiterado de manera insistente, pues en re[c]ientes pronunciamientos se ha exaltado la importancia de que los jueces, al hacer el conteo del término otorgado en la norma citada, tengan en cuenta la diligencia o descuido con que los demandantes han actuado al momento de lograr la notificación de su contraparte”. 
.  Por manera que, encuentra la Sala que a partir del momento en que quedó ejecutoriado el proferido por la Sala Unitaria del Tribunal que dispuso no decretar el desistimiento tácito, el ejecutante adelantó actuaciones varias con el fin de satisfacer la carga que le imponía el artículo 94 del C. General del Proceso, esto es, fue diligente en aras de lograr el emplazamiento y el nombramiento de curador ad litem, reprochándole solo el tiempo inicial es que hizo las publicaciones respectivas (2 meses), pero de ahí en adelante las continuas excusas de los auxiliares designados, incluso recayendo en una ocasión el nombramiento en el propio apoderado de la parte actora,  la suspensión de los términos por la pandemia, son circunstancias que permiten afirmar que el final incumplimiento de la carga de impulsar el juicio no  obedeció a conducta culposa de dicha parte.


TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN

2021- 002
SALA CUARTA CIVIL DE DECISIÓN
Medellín, veinte (20) de septiembre de dos mil veintiuno (2021)

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación que interpusiera el apoderado judicial de Sistema Integral Lectura S.A.S. frente a la sentencia anticipada que data del 13 de enero de 2021 proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, dentro del proceso ejecutivo que promoviera en contra de Pangea SU Solución S.A.S.  
I. ANTECEDENTES 
1.  Se solicitó en la demanda que se diera orden de apremio, conforme al pagaré sin número suscrito el 02 de octubre de 2015, por $150.000.000 correspondientes al capital impagado y los intereses moratorios a la tasa máxima legal permitida sobre el saldo del capital reclamado desde el 02 de diciembre de 2015 y hasta cuando se cumpla con el pago efectivo de la obligación

2. Como fundamentos para soportar la demanda se expresó que la entidad demandada recibió a título de mutuo, por parte de la entidad demandante, la suma de $150.000.000 y que para garantizar el pago de dicha suma de dinero se suscribió un pagaré el 2 de octubre de 2015 (ante a notaria 28 de Medellín) la que se obligó a pagar el 1 de diciembre de 2015, habiéndose cumplido el plazo sin cancelar suma alguna
3. La demanda fue presentada el presentada el 20 de noviembre de 2018. El mandamiento de pago se libró el 29 de noviembre de 2018. La Sociedad demandada PANGEA SU SOLUCIÓN S.A.S, fue integrada al contradictorio a través emplazamiento. La orden de apremio se notificó al auxiliar designado personalmente a través de correo electrónico el 10 de septiembre del año 2020 y dentro de la oportunidad procesal propuso las excepciones de prescripción y la genérica. 
II. SENTENCIA APELADA

En sentencia anticipada del 13 de enero del año que trascurre le Juzgado tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín declaró probada la excepción de prescripción propuesta por la demandada, ordenó cesar la ejecución y dispuso el levantamiento de las medidas cautelares. Además, fijó como agencias en derecho la suma de $1.000.000.
En dicha providencia tras disertar sobre el fenómeno prescriptivo de la acción cambiaria y su remisión a las normas del C. Civil, y con fundamento en pauta doctrinaria y jurisprudencial que señala que se trata de un asunto objetivo encontró que  “…el pagaré sin número, suscrito el 02 de octubre de 2015, allegado para el cobro ejecutivo tiene fecha de exigibilidad del 01 de diciembre de 2015, entonces de conformidad con lo regulado en el art. 789 del C.Co. el término de prescripción de dicho título valor vencía el 01 de diciembre de 2018, es decir al tercer año contado a partir de que la obligación fue exigible, fecha ésta que puede alterarse si opera la interrupción de la prescripción, ya sea natural o civil, cosa que no ocurrió en el sub judice por lo siguiente: La demanda se presentó el 20 de noviembre de 2018, se notificó por estados el mandamiento de pago a la parte demandante el 04 de diciembre de 2018 (consecutivo 04 expediente digital hoja 2), por lo que de conformidad con el artículo 94 del Código General del Proceso, el ejecutante tenía hasta el 04 de diciembre de 2019 para lograr la notificación del mandamiento de pago a la demandada y de esta forma interrumpir los efectos de la prescripción. La ejecutada, PANGEA SU SOLUCION S.A.S, fue llamada al proceso por medio de emplazamiento publicado en el periódico el Mundo el 27 de octubre de 2019 y se notificó a través del curador ad litem el 10 de septiembre de 2020 (consecutivo 28 y 33 del expediente digital), esto es, la demandada se notificó por fuera del término al que alude el citado artículo 94 del Código General del Proceso, razón por la cual la demanda no interrumpió los términos de prescripción, la cual operó el 01 de diciembre de 2018 y sólo se interrumpió el 10 de septiembre de 2020, cuando ya había operado el fenómeno de la prescripción.”
III. LA APELACIÓN

Inconforme con la decisión, fue impugnada oportunamente apoderado de Sistema Integral Lectura S.A.S. quien manifestó que: 

“A partir del 4 de diciembre de 2018, fecha ésta en que fue notificado por estados el mandamiento de pago, procedió el suscrito a efectuar las siguientes actividades, en procura de la notificación de la demandada: 
 • 3 de abril de 2019: se radica memorial de constancia de envío a la parte demandada de la notificación personal.
 • 10 de abril de 2019: se allega memorial con resultado negativo de envío realizado. • 13 de agosto de 2019: se allega memorial de constancia de envío y devolución de citación para notificación personal y solicitud de emplazamiento.
 • 22 de agosto de 2019: el despacho ordena emplazar. 
• 28 de octubre de 2019: se allega constancia de publicación de edicto emplazatorio. • 5 de noviembre de 2019: el despacho incorpora la publicación y ordena requisitos previos a la inclusión en el Registro Nacional de Personas Emplazadas.
 • 12 de noviembre de 2019: se allega memorial solicitando aclaración respecto del auto del 5 de noviembre de 2019. 
• 14 de noviembre de 2019: el despacho requiere comunicación. 
• 5 de diciembre de 2019: se allega memorial aportando información para el registro. 
• 9 de diciembre de 2019: el despacho ordena inscripción en el Registro Nacional de Personas Emplazadas. 
Conforme a lo anterior, puede evidenciarse que, durante el término de interrupción de la prescripción de un año que otorga la norma, efectuó el suscrito las acciones tendientes lograr la notificación de la parte demandada en las dos direcciones indicadas en el escrito de demanda; posteriormente, y dado el resultado negativo de dichos intentos de notificación, se solicitó de forma oportuna el emplazamiento de la parte pasiva y una vez aprobado éste, se efectuó la publicación en prensa del edicto emplazatorio. Todo lo anterior, con el ánimo de resaltar que no operó el fenómeno de la prescripción en este negocio, dado que las diligencias de notificación y posterior emplazamiento, se surtieron dentro del término de interrupción de la prescripción y no posteriormente”
 Que la sentencia planteó que “…durante el término que otorga el artículo 94 del Código General del Proceso, se tiene que lograr incluso la notificación del curador ad litem, lo cual resultaría contrario al debido proceso, más aún, teniendo en cuenta las condiciones en que ha operado la justicia sobre todo durante el año 2020”. 
“Al respecto, señala la Honorable Corte Suprema de Justicia, radicación 50001-31- 10-002-2008-00508-01, M.P. Ariel Salazar Ramírez, 19 de diciembre de 2008
En conclusión: el efecto que consagra el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil (94 del Código General del Proceso), cuando el auto admisorio no se notifica al demandado en el plazo señalado en esa disposición, tiene como finalidad hacer cumplir la carga de impulso procesal que asiste al demandante, de suerte que si no la realiza sufre las consecuencias adversas allí previstas, esto es la no interrupción de la prescripción u operancia de la caducidad; y si la cumple o no tiene la posibilidad real, material y objetiva de cumplirla, estos institutos operan a su favor de manera indefectible.

Por ello, no es posible considerar las consecuencias adversas del incumplimiento de una carga procesal como una “sanción”, entendida como “castigo”, pues si así fuera, habría que concluir que todas las normas procesales que establecen cargas imponen “sanciones” y “estímulos” al mismo tiempo, lo que no tendría ningún sentido.

En cualquier caso, las consecuencias adversas por el incumplimiento de una carga procesal exigen como condición o presupuesto para su imposición, que el incumplimiento se deba a las posibilidades de decisión o actuación de la parte interesada, es decir que sea su responsabilidad; pero jamás podría entenderse como una “sanción” o “castigo” que tiene que asumir por el simple hecho, ajeno a su conducta, del paso del tiempo; o por la imposibilidad de cumplir su carga debido a factores originados en deficiencias de la administración de justicia o en la mala fe de su contraparte”.

En esta instancia inicialmente se había declarado desierto el recurso de apelación, pero por auto del  24 de junio pasado se revocó tal decisión, pues el  impugnante habían manifestado que: “Los argumentos que sustentan el recurso de apelación que fuera admitido mediante auto del 18 de febrero de 2021, corresponden a los que se relacionaron en el memorial radicado el 19 de enero de 2021, mediante el cual se solicitaba al juez de primera instancia, conceder el recurso…”, lo que hizo con el ánimo de no reproducir las mismas consideraciones  a que se hizo mención en párrafos anteriores. 

III. CONSIDERACIONES

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, la competencia del juez, la capacidad de las partes y la legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en principio para el impulso del proceso.
2. el asunto que debe determinar el Tribunal no es otro que, si el término prescriptivo previsto en el artículo el artículo 94 del Código General del Proceso es objetivo, y al efecto se tiene que la Corte en sentencia STC15474-2019 con ponencia del Dr. Luis Alonso Rico Puerta señaló:
2.  re[c]ientes pronunciamientos se ha exaltado la importancia de que

los jueces, al hacer el conteo del término otorgado en la norma

“Obsérvese además que, considerar “objetivo” dicho término contraría la postura de esta Corporación, que en repetidas ocasiones puntualizó que el plazo contenido en el canon 90 del Código de Procedimiento Civil replicado en su esencia en el 94 del Código General del Proceso se encuentra supeditado necesariamente a la verificación de la actividad que pueda demostrar el precursor procesal:

“Criterio que ha sido reiterado de manera insistente, pues en re[c]ientes pronunciamientos se ha exaltado la importancia de que los jueces, al hacer el conteo del término otorgado en la norma citada, tengan en cuenta la diligencia o descuido con que los demandantes han actuado al momento de lograr la notificación de su contraparte. 

Al respecto, en sentencia STC1688 de 20 de febrero de 2015, la Sala tras recalcar que el término del artículo 90 era de carácter subjetivo, estimó improcedente el amparo reclamado por un ejecutante, toda vez que fue descuidado en el cumplimiento de la carga de notificación, produciendo que el término de prescripción de la acción cambiaria que en ese entonces se ejercía, se cumpliera con amplitud. 

En dicha ocasión, se indicó que la autoridad accionada había incurrido en “una imprecisión doctrinal al implícitamente considerar que también transcurre de manera objetiva el lapso de un año previsto en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, para interrumpir de manera civil la prescripción, no obstante que la jurisprudencia ha indicado que deben ser descontados aquellos espacios de tiempo en los cuales la parte demandate fue diligente en aras de vincular al litigio a la parte demandada y no lo logró por causas atribuibles a la administración de justicia o incluso a la actitud asumida por su contraparte para evadir la notificación”.

Posteriormente, en sentencia STC8814 de 8 de julio de 2015, se estudió la acción de tutela presentada por un ejecutado, quien consideraba que sus garantías fundamentales habían sido gravemente lesionadas, pues a pesar de que su notificación no se hizo dentro de la oportunidad concedida por el artículo citado, el juzgador se abstuvo de declarar la prosperidad de la excepción de prescripción que allí invocó. 

En esa ocasión, se estimó que el proceder del operador judicial accionado se ajustaba a los precedentes que al respecto había emitido esta Corporación, toda vez que la negativa en la excepción formulada obedeció a que el juez valoró el laborío desplegado por el ejecutante para satisfacer la carga de notificación, indicando que si bien la misma se configuró una vez venció el año que contempla el canon referido, lo cierto es que previo a tal fecha el ejecutante adelantó varias actuaciones con el fin de satisfacer la mencionada carga. 

De esa manera, se explicó que “el funcionario censurado, luego de precisar los conceptos de prescripción extintiva e interrupción de la misma, advirtió que dicho fenómeno “no opera de manera exclusiva por solo el paso del tiempo, sino que necesita un elemento subjetivo, que es el actuar negligente del acreedor” y, desde dicha perspectiva centró su labor valorativa de lo acreditado en el expediente, constatando cómo antes de que venciera el término de un año consagrado por el legislador (7 de mayo de 2013) el acreedor procuró no solo la notificación del deudor (22 de febrero de 2013) sino que ante el resultado negativo de la misma pidió el emplazamiento del ejecutado (19 de abril de 2013)”.

Criterio que de modo alguno podría estimarse caprichoso o infundado, en tanto el mismo se ajustó al precedente que emitió esta Corporación el 20 de febrero de 2015, anteriormente citado. 

Pero además de las mencionadas providencias, en resiente pronunciamiento, emitido el 18 de mayo de la presente anualidad, esta Sala recordó su postura frente a la aplicación y conteo del plazo concedido por la legislación procesal antigua para enterar a los convocados y advirtió que:

“[E]sta Sala, en sede constitucional, ha aceptado que la interrupción civil del reseñado fenómeno, en ocasiones, está sujeta a la actividad de los extremos procesales. 

Así, expuso:

“(…) [E]s cierto que la Colegiatura criticada incurrió en una imprecisión doctrinal al implícitamente considerar que también trascurre de manera objetiva el lapso de un año previsto en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, para interrumpir de manera civil la prescripción, no obstante que la jurisprudencia ha indicado que deben ser descontados aquellos espacios de tiempo en los cuales la parte demandante fue diligente en aras de vincular al litigio a la parte demandada y no lo logró por causas atribuibles a la administración de justicia o incluso a la actitud asumida por su contraparte para evadir la notificación (…)”.

De igual modo, en un litigio análogo esta Corporación acotó:

“(…) la interrupción civil no se consuma con la mera interposición de la demanda, sino en el momento en el que se notifica al demandado, salvo que como lo ha señalado esta Corporación, “el retardo en notificar a éste no se deba a culpa del demandante, por no haber realizado la actividad necesaria para que dicha notificación se efectuara, sino al demandado, por haber eludido esta, o al personal del juzgado encargado de hacerla, casos estos en los cuales la interrupción se entiende consumada con la presentación de la demanda” (G.J. números 2032, pág. 634 y 658; 2050 pág. 660; 2154, pág 132; 2318, pág. 120) (…)” (subraya del texto)” (STC7933-2018, 20 jun. 2018, rad. 01482-00). 

En resumen, lo que se extrae de esos proferimientos es que si el actor incumple de manera culposa la carga de impulsar el juicio en orden a enterar dentro del año a la pasiva del mandamiento de pago, no se puede beneficiar ésta con la interrupción de la prescripción.

Es de destacar que, al respecto, concernía a la juez ad quem verificar si la entidad bancaria a través de su apoderado procuró dentro de ese lapso completar la notificación de su contraparte, esto es, si las solicitudes de emplazamiento se presentaron con un margen temporal suficientemente previo al advenimiento del fenómeno prescriptivo; adicionalmente, identificar si las diversas circunstancias que se sucedieron en el interregno entre la orden de apremio y la notificación (entre ellas las presuntas irregularidades advertidas en la designación del curador ad litem) incidieron en el mismo, al igual que la declaratoria de “ilegalidad” del primero de los emplazamientos ordenada por la “nueva” titular del despacho por considerar que dicho trámite se surtió “indebidamente” bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, causa que no le sería atribuible al demandante”.

3. Siguiendo la directriz jurisprudencial anterior y que obliga a la Sala a rectificar en este aspecto, pues había considerado en ocasiones anteriores que el término allí previsto era objetivo, se Encuentra lo siguiente:

3.1. El procurador judicial del ejecutante ejercitó la acción cambiaria directa, con base en un pagaré que venció el 1 de diciembre de 2015, sin que el deudor cambiario hubiese pagado la obligación, por lo que fue presentada para el cobro ejecutivo el día 20 de noviembre de 2018.
3.2. El mandamiento de pago se libró el 29 de noviembre de 2018 y notificado por estado 192 del 4 de diciembre de 2018. En la misma fecha se decretan las medidas cautelares.

3.3.  Por auto del 14 de febrero de 2019 se requirió a la parte actora para que efectuara las diligencias de notificación del auto de apremio, habiéndose decretado el desistimiento tácito mediante providencia del 2 de abril de 2019, la cual fue recurrida en reposición y apelación subsidiaria, por cuanto antes del vencimiento del plazo allegó, el 3 de abril de 2019 se radicó memorial de constancia de envío a la parte demandada de la notificación personal efectuada el día anterior.
3.4. Mediante providencia del 17 de junio de 2019 el Tribunal revocó el auto que había declarado el abandono tácito, no solo porque el ejecutante había dado cumplimiento al requerimiento antes del vencimiento del término, sino por cuanto estaba pendiente la práctica de medidas cautelares. El auto de obedecimiento a los resuelto por el superior data del 5 de julio de 2019.
4. Por manera que, en concepto de la Sala es desde este momento que debe tenerse en la actividad de la parte actora para efectos d determinar si hay lugar a aplicar las consecuencias adversas previstas en el C. General del Proceso. He aquí lo acontecido a continuación: 
4.1.  El 5 de agosto de 2019 fue enviado el citatorio para notificación personal y el 13 de agosto se allega memorial de constancia de envío y devolución de citación para notificación personal y solicitud de emplazamiento.

 4.2.  En auto del 22 de agosto de 2019 el despacho ordena emplazar, siendo necesario requerir a la parte actora mediante providencia del 9 de septiembre so pena de aplicar las consecuencias del artículo 317 del C.  General del Proceso.

4.3. El 28 de octubre de 2019, 2 meses después de ordenado el emplazamiento, se allega constancia de publicación de edicto emplazatorio. 

4.4.  En providencia del 5 de noviembre de 2019 el despacho incorpora la publicación y ordena requisitos previos a la inclusión en el Registro Nacional de Personas Emplazadas. Oportunamente se solicitó aclaración de la providencia, la que fue resuelta por auto del 14 de noviembre, cumpliéndose con el requerimiento, el 5 de diciembre de 2019.
4.6.  Mediante providencia del 19 de diciembre de 2019 se ordenó que por Secretaría se hiciera la inclusión en el Registro Nacional de Emplazamientos.

4.7.   Este acápite es especial, en cuanto relatará las vicisitudes en torno al nombramiento del curador ad litem y a la aceptación del cargo:
a) En febrero 18 se nombra curador al Dr. Andrés López González, quien se excusa el 25 siguiente.
b) Por auto del 28 de febrero de 2020 se incurre en el error de designar como nuevo curador al mismo apoderado de la sociedad ejecutante, lo que motivó impugnación horizontal de su parte y al mismo tiempo pidió que se requiriera a la DIAN y Transunión, ya que no se evidenciaba en el expediente respuesta de su parte al oficio mediante el cual se les informaba las medidas cautelares.
c)  Mediante providencia del 6 de marzo de 2020 se designó al Dr. Pablo Upegui Jiménez y se dispuso el requerimiento solicitado.

d)  mediante Acuerdo PCSJA20-11517 del 15 de marzo de 2020, el Consejo Superior de la Judicatura ordenó “Suspender los términos judiciales en todo el país a partir del 16 y hasta el 20 de marzo de 2020, excepto en los despachos judiciales que cumplen la función de control de garantías y los despachos penales de conocimiento que tengan programadas audiencias con persona privada de la libertad, las cuales se podrán realizar virtualmente. Igualmente se exceptúa el trámite de acciones de tutela.” Dicha medida de suspensión de términos se  fue prorrogando mediante Acuerdos PCSJA20-11521, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546 y PCSJA20-11549, hasta el 24 de mayo de 2020. 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11546 del 25 de abril de 2020, se exceptuaron de la suspensión de términos, entre otros: “ARTÍCULO 7. Excepciones a la suspensión de términos en materia civil. Se exceptúan de la suspensión de términos prevista en el artículo 1 del presente acuerdo las siguientes actuaciones en materia civil, las cuales se adelantarán de manera virtual: 7.1. Autos que resuelven el recurso de apelación de los proferidos en primera instancia. 7.2. En primera y única instancia, la emisión de sentencias anticipadas, y las que deban proferirse por escrito si ya está anunciado el sentido del fallo.” 
Así mismo, mediante Acuerdo PCSJA20-11556 del 22 de mayo de 2020, se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 25 de mayo hasta el 8 de junio de 2020 inclusive, exceptuando también, en materia civil, entre otros : “7.1. En primera y única instancia, la emisión de sentencias anticipadas, y las que deban proferirse por escrito, si ya está anunciado el sentido del fallo. 7.2. El trámite y decisión de los recursos de apelación y queja interpuestos contra sentencias y autos, así como los recursos de súplica. 7.3. El trámite y resolución de los recursos de apelación interpuestos contra autos y sentencias proferidas por autoridades administrativas que ejercen funciones jurisdiccionales. 7.4. El levantamiento de medidas cautelares sujetas a registro. 7.5. La liquidación de créditos. 7.6 La terminación de procesos de ejecución por pago total de la obligación.” 

Por último, mediante ACUERDO PCSJA20-11581 del 27 de junio de 2020, se dispuso levantar, a partir del 1° de julio de 2020, los términos que aún se encontraban suspendidos.
e) Por auto del 13 de agosto de 2020 se incorpora al expediente el memorial en que el curador ad litem nombrado, manifiesta estar actuando en más de 5 procesos, para lo cual aporta prueba de ello. El Despacho estima conveniente proceder a su reemplazo y en tal sentido, se releva al abogado Pablo Upegui Jiménez del cargo. 

f) El escogido, Hernán Alonso Gallego, también rehusó aceptar el cargo, allegado las constancias que avalaran esa decisión. Como no allegó prueba alguna, mediante providencia del 31 de agosto se le requirió indicándole que el cargo era de forzosa aceptación.

e) Finalmente el 9 de septiembre de 2020 se tuvo por notificado del mandamiento de pago.  

5.  Por manera que, encuentra la Sala que a partir del momento en que quedó ejecutoriado el auto proferido por la Sala Unitaria del Tribunal que dispuso no decretar el desistimiento tácito, el ejecutante adelantó actuaciones varias con el fin de satisfacer la carga que le imponía el artículo 94 del C. General del Proceso, esto es, fue diligente en aras de lograr el emplazamiento y el nombramiento de curador ad litem, reprochándole solo el tiempo inicial es que hizo las publicaciones respectivas (2 meses), pero de ahí en adelante las continuas excusas de los auxiliares designados, incluso recayendo en una ocasión el nombramiento en el propio apoderado de la parte actora,  la suspensión de los términos por la pandemia, son circunstancias que permiten afirmar que el final incumplimiento de la carga de impulsar el juicio no  obedeció a conducta culposa de dicha parte.
6.  En conclusión, se revocará la sentencia recurrida y en su lugar se dispondrá continuar la ejecución en contra de Pangea SU Solución S.A.S tal y como se dispuso en el mandamiento de pago del día 29 de noviembre de 2018.  Dado el resultado del recurso costas en ambas instancias a cargo de la ejecutada.
V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia de fecha, origen y naturaleza ya relacionada, y en su lugar se ordena seguir adelante la ejecución en contra de Pangea SU Solución S.A.S.  y en favor de Sistema Integral Lectura S.A.S., por la suma de ciento cincuenta millones de pesos ( $ 150.000.000,00) como capital conforme al al pagaré sin número suscrito el 02 de octubre de 2015,  más los intereses moratorios a la tasa máxima legal permitida sobre el saldo del capital reclamado desde el 02 de diciembre de 2015 y hasta cuando se cumpla con el pago efectivo de la obligación.  Costas en ambas instancias a cargo de la demandada.

Se precisa que la presente providencia fue discutida y aprobada en sesión virtual nro 36 de la fecha por todos sus integrantes, la misma solo contiene la firma digital de quienes la conforman, atendiendo las directrices trazadas por el Consejo Superior de la Judicatura ante la emergencia presentada por la Covid-19. 
NOTIFÍQUESE
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JULIÁN VALENCIA CASTAÑO
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